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Embajadora María del Luján Flores, Representante Permanente de Uruguay ante la OEA, y Presidenta de la Comisión Especial de Asuntos Migratorios;

Edgar Rodríguez, Coordinador de Asesores del Subsecretario para América Latina y el Caribe, Secretaría de Relaciones Exteriores de México;

Norberto Liwski, Director de Programas del Instituto Interamericano del Niño;
John Wilson, Oficial Jurídico Principal del Departamento de Derecho Internacional de la OEA;
Mauricio Vivero, Director Ejecutivo de AYUDA:

Tengo el agrado de participar en este Foro Especial sobre Migraciones en representación del Comisionado Felipe González, recientemente designado Relator Especial de la CIDH en dicha materia.  El Relator hace llegar sus cordiales saludos y lamenta no poder acompañarnos en este importante Foro.

La Comisión Interamericana creó en 1997 su Relatoría Especial sobre Derechos de los Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias, en respuesta a un pedido específico de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos.  La creación de la Relatoría refleja el interés de los Estados miembros de la OEA por brindar especial atención a un grupo caracterizado por su vulnerabilidad, lo que lo expone en mayor medida a violaciones de derechos humanos.
En cumplimiento de un mandato de la Tercera Cumbre de los Jefes de Estado y de Gobierno de las Américas, la Relatoría participó activamente en la discusión y elaboración de un Programa Interamericano de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Personas Migrantes.  Dicho programa fue aprobado en junio de 2005 por la Asamblea General.


Asimismo, la Relatoría participó en el proceso de la Opinión Consultiva No. OC-18 de 17 de septiembre de 2003 ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con la presentación de un dictamen sobre la materia.  La OC-18 fue elaborada a partir de una solicitud del Gobierno de México sobre el alcance del derecho a la igualdad y el principio de no discriminación y su aplicación a los derechos laborales de los trabajadores en situación migratoria irregular en el Estado en que viven y trabajan.

Algunos efectos del fenómeno migratorio han sido abordados en estudios especiales sobre la materia efectuados por la Comisión Interamericana.  En particular, se ha aludido a ellos en varios de los informes de progreso de la Relatoría sobre trabajadores migratorios y miembros de sus familias, aprobados por la CIDH e incluidos en sus informes anuales.  En uno de sus informes la situación de este grupo humano en el hemisferio, la Comisión Interamericana manifestó, entre otras cosas:

Los Estados miembros de la OEA están obligados a garantizar los derechos consagrados en la Declaración y la Convención así como en otros tratados de los que sean parte, a todas las personas que se encuentren bajo su autoridad y control, recayendo sobre el Estado la carga de probar la existencia de una limitación permisible que explícitamente restrinja o excluya la aplicación de algunas o de todas las disposiciones del instrumento a una clase determinada de personas, como los extranjeros.  Esto significa que la condición migratoria de las personas puede constituir un factor al evaluarse la manera en que el Estado puede dar efecto adecuadamente a los derechos consagrados en la Declaración o la Convención. Sin embargo, dicha condición migratoria jamás puede servir para excluir a las personas de las protecciones básicas que les otorga el derecho internacional de los derechos humanos.

En las últimas décadas, la migración se ha transformado en uno de los temas más importantes de la agenda política internacional, y en particular del sistema interamericano.  Es un tema central no solamente en los países receptores de inmigrantes, sino también en los origen y tránsito.  En los países receptores, la discusión se ha centrado principalmente en las formas de restringir la entrada de extranjeros, en las consecuencias sociales, culturales y económicas de la migración, o de cuáles beneficios sociales es posible excluir a los inmigrantes.  En cambio, en los países de origen, el debate se ha remitido a cómo se debieran o podrían proteger los derechos fundamentales de millones de migrantes que se ven expuestos a abusos y a explotación en países receptores, qué derechos y beneficios sociales debieran hacerse extensivos a los migrantes y sus familias, o cómo asegurar una estabilidad en los países de residencia que garantice que los inmigrantes puedan continuar enviando remesas a las familias que quedan en el país de origen. 


La migración internacional debe ser considerada en el contexto de la realidad actual de una economía mundial globalizada.  Debe señalarse que el flujo de capitales y bienes ha sido estudiado ampliamente al analizar el crecimiento económico y el desarrollo humano, pero sin embargo aun no se ha logrado establecer la infraestructura institucional requerida para regular adecuadamente el flujo migratorio y, lo que es más importante, para proteger a los trabajadores migratorios de abusos y violaciones de derechos humanos.

En los últimos años ha aumentado sensiblemente la atención de la opinión pública y el debate político hacia el fenómeno migratorio.  En buena medida ello se debe al impresionante volumen de transferencia de dinero de los trabajadores a sus familias en sus países de origen.   De acuerdo a cifras oficiales publicadas por el Banco Interamericano de Desarrollo, las remesas a America Latina aumentaron pasaron de U.S. $ 45 billones en 2004 a U.S.$ 66.5 billones en 2007.  Las mismas cifras indican que estas remesas generalmente se hacen en cantidades de $200 a $300 a la vez.  Mientras la demanda de trabajadores se mantenga y sigan las tendencias de crecimiento demográfico, seguirán los incentivos que tienen las personas para emigrar, y consecuentemente el flujo de remesas seguirá en aumento.  Estos recursos económicos tienen un impacto altamente significativo en la economía de los países de la región, y por consiguiente en propio disfrute de los derechos humanos.
El debate sobre las repercusiones económicas de la migración es un tema que genera amplia controversia. Diferentes grupos usan argumentos relacionados con este tema para justificar medidas tendientes a estimular, o bien  controlar los flujos migratorios.  Los sectores proclives a este fenómeno, por ejemplo, destacan que los Estados deberían fomentar la inmigración, ya que ésta contribuye al aumento de la productividad e incide positivamente en el crecimiento económico de los países. Por otro lado, los grupos contrarios a la inmigración comúnmente citan las repercusiones económicas como un argumento para restringir la migración.  Estos sectores argumentan que la inmigración tiene efectos negativos sobre la economía y que por ende es necesario restringirla.  El argumento más comúnmente usado por estos grupos es que la inmigración genera desempleo, baja los salarios, recarga los servicios sociales ofrecidos por el Estado y en general redunda negativamente en la productividad del país. Estos sectores manifiestan su inquietud especialmente durante ciclos caracterizados por contracción económica.  De manera similar, en los llamados países emisores, existe una reñida discusión entre diversos grupos sobre si la emigración produce efectos positivos o negativos en la economía.  Los grupos proclives a la emigración enfatizan la importancia de las remesas que envían los emigrantes, mientras que grupos contrarios a la emigración enfatizan que ésta deja a los países sin las personas más calificadas y genera dependencia económica. 

Esta cuestión, que reviste suma importancia para las economías de los países de la región no debe, sin embargo, ocultar el problema principal que surge como consecuencia de los flujos migratorios, cual es el de las violaciones de derechos humanos que sufren millones de personas en nuestro hemisferio, en contravención de los distintos instrumentos jurídicos interamericanos vigentes en la materia.  Precisamente éste ha sido el enfoque principal de la Comisión Interamericana en materia migratoria.  En este sentido, la Comisión Interamericana realizó varias visitas a varios países de la región, tales como Costa Rica, Estados Unidos, Guatemala y México para conocer en el terreno la situación de los trabajadores migratorios, lo que incluyó la visita a centros de detención.  Actualmente, por invitación del gobierno de los Estados Unidos, la CIDH tiene previsto visitar en el trascurso del presente año algunos centros de detención de migrantes en dicho país.


El Segundo Informe de Progreso de la Relatoría del año 2000, que fue elaborado con base en respuestas de Estados miembros de la OEA, y lleva a algunas conclusiones bastante reveladoras.  A pesar de que hay entre los Estados muchos intereses contrapuestos, la CIDH constató coincidencia en algunas cuestiones. En la mayor parte de los países hay inquietud por el crecimiento de organizaciones delictuales dedicadas al tráfico de personas.  Un número significativo de Estados como Canadá, Ecuador, Estados Unidos, Guatemala, Honduras y México reconoció que este tipo de organizaciones operan en sus territorios.  Como estos grupos contribuyen a acrecentar la magnitud del problema y muchas veces representan una amenaza para la integridad física de los trabajadores migratorios y sus familias, los Estados coinciden en que es necesario tomar medidas urgentes para solucionar el problema.

Varios Estados señalaron también su preocupación en cuanto al incremento del número de personas que está utilizando sus territorios como lugares de tránsito. Los Gobiernos de Bolivia, Ecuador, Brasil, Colombia, Honduras, Guatemala, México y Estados Unidos, indicaron que personas de países del hemisferio --aunque también de otros continentes-- ingresan a sus territorios con el objetivo de proseguir viaje hacia un destino final.

Además, los Estados reconocen en forma casi unánime que hay empresarios inescrupulosos que se aprovechan de la condición de vulnerabilidad de los trabajadores migratorios, sobre todo indocumentados, para emplear a estas personas en condiciones de explotación, en abierta violación de las normas laborales vigentes.  Aunque la gran mayoría de los Estados indica que tiene legislación vigente que penaliza a empleadores que contratan de manera fraudulenta o que explotan a trabajadores migratorios, pero los resultados indican que las normas no resultan efectivas en la práctica. 

Otra situación llamativa se refiere a la discriminación y xenofobia contra los trabajadores migratorios y sus familias.  La mayoría de los países niega enfáticamente que haya manifestaciones de intolerancia en contra de trabajadores migratorios en su territorio nacional. Sin embargo, un número considerable de Estados indica que sus nacionales son víctima de tratos discriminatorios en otros países.  En otras palabras, mientras varios gobiernos alegan que sus nacionales sufren discriminación, muchos no reconocen que incidentes de discriminación, racismo y xenofobia ocurren en sus países, aún a pesar de acusaciones interpuestas por parte de organizaciones de derechos humanos, e incluso de otros Estados.  La Relatoría ha señalado que esta actitud contradictoria es negativa y problemática.  En efecto, así como los Estados reclaman con justa razón por los abusos cometidos contra sus nacionales en el extranjero, sería positivo que condenaran con igual intensidad ciertas prácticas discriminatorias en sus territorios.  El reconocimiento por parte de ciertos Estados de que hay discriminación o manifestaciones de racismo y xenofobia contra trabajadores migratorios es un requisito sine qua non para comenzar a abordar el problema.


Uno de los mecanismos principales para la promoción y protección de los derechos humanos consiste en lograr la visibilidad de las violaciones.  El ocultamiento y la negativa a reconocer la existencia de violaciones sólo contribuyen a perpetuarlas.  El ámbito de los trabajadores migratorios y los miembros de sus familias no es una excepción a esta realidad.  Es necesario que los Estados no sólo reconozcan que estas violaciones suceden, sino que adopten todas las medidas necesarias para erradicarlas, lo que incluye la investigación y sanción de los responsables y la reparación de los daños.
La protección de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias reviste importancia cada vez mayor en la medida en que las difíciles condiciones económicas y falta de oportunidades de progreso siguen ampliando las dimensiones de este fenómeno.  El proceso migratorio forma parte esencial de la realidad histórica de los países de las Américas, varios de los cuales comparten una cultura e historia común.  En efecto, no debe olvidarse el  valioso aporte de los trabajadores migratorios a la conformación de las sociedades en los países que conforman la OEA, e igualmente el aporte en los ámbitos cultural, social, intelectual y económico.  

La OEA incluye entre sus principios rectores la vigencia de los derechos humanos de toda persona, que ciertamente incluye el derecho a la seguridad, en un marco de democracia y respeto por las instituciones que conforman el Estado de derecho.  Los desafíos tan grandes que plantean hoy en día las migraciones no pueden ni deben enfocarse exclusivamente desde una perspectiva de seguridad o de aplicación del derecho penal.  Por el contrario, otro desafío en sí mismo consiste en hallar las soluciones a todas estas situaciones en el marco de las instituciones jurídicas fundamentales que se hallan en la base misma del sistema interamericano, con miras a fortalecerlo en el proceso.

Finalmente, quisiera mencionar que la Presidenta de la Comisión Especial nos ha pedido a los panelistas que planteáramos una recomendación como aporte a este Foro Especial.  La CIDH ha expuesto diversas recomendaciones en sus informes sobre la situación de los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias en las Américas.  En esta oportunidad, se estima oportuno reiterar a los Estados miembros la siguiente recomendación de carácter general contenida en el Segundo Informe de Progreso de la Relatoría:
Que los Estados miembros de la OEA tomen todas las medidas necesarias para respetar, sin discriminación alguna, los derechos humanos de los trabajadores migratorios y los miembros de sus familias, en toda situación en que dichas personas entren en contacto con la jurisdicción de un Estado del que no son nacionales.  Esto incluye la adopción de medidas concretas para combatir la xenofobia, el racismo, y otras manifestaciones de intolerancia contra los extranjeros.
Muchas gracias.
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